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Control de constitucionalidad o convencionalidad 
ex officio. Las personas juzgadoras únicamente de-
ben realizar su estudio de forma expresa en sus re-
soluciones cuando lo soliciten las partes en juicio o 
consideren que la norma que deben aplicar podría 
resultar inconstitucional o inconvencional

Undécima Época. Registro: 2024990. Primera Sala
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1a./J. 103/2022 (11a.)

Hechos: En un juicio ordinario civil se demandó, entre otras cuestiones, la 
nulidad de un contrato de prestación de servicios profesionales que involucró 
el acto traslativo de dominio de un bien inmueble, en tanto que el demandado 
reconvino la acción pro forma. El Juez de primera instancia desestimó ambas 
pretensiones. En contra de esa resolución, ambas partes interpusieron sendos 
recursos de apelación y, al resolverlos, el Tribunal de Alzada modificó la sentencia 
recurrida. En contra de esa resolución, el demandado promovió juicio de amparo 
directo en el que formuló diversos conceptos de violación, entre ellos, el relativo 
a la inconstitucionalidad del artículo 2150 del Código Civil para el Estado de 
Baja California, cuya resolución constituye la materia de estudio en el presente 
amparo directo en revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la expresión ex officio significa que todas las personas juzgadoras 
del orden jurídico mexicano (aun cuando no sean Jueces de control constitucional 
y no haya una petición expresa para realizar este tipo de control) en todos los 
casos, siempre tienen la obligación de ponderar la conformidad de las normas 
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que deben aplicar con los derechos humanos contenidos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea Parte, antes de individualizarla (aplicarla) en 
el caso concreto o validar su aplicación. Ello, en atención al mandato previsto 
en el artículo 1o. de nuestra Constitución Federal. Sin que lo anterior derive 
en que, en todos los asuntos, las personas juzgadoras, en sus sentencias, deban 
plasmar expresamente en sus resoluciones un estudio de las normas que aplican 
o cuya aplicación validan, sino únicamente en aquellos casos en los que alguna 
de las partes o ambas soliciten expresamente se realice este control ex officio, o 
cuando la persona juzgadora considere que la norma que debe aplicar pudiera 
ser inconstitucional o inconvencional; supuestos en los cuales sí deben examinar 
su regularidad constitucional de forma expresa en su resolución, a fin de que 
determinen si es constitucional y/o convencional, si requiere de una interpretación 
conforme para que sea constitucional y/o convencional, o si es inconstitucional 
y/o inconvencional. Así, la sola petición genérica de las partes en juicio en el 
sentido de que las personas juzgadoras realicen un estudio de control ex officio 
de constitucionalidad o convencionalidad respecto de cierta norma general o 
de que inapliquen ésta, es suficiente para que todas las Juezas y Jueces estén 
obligados a realizar de forma expresa este tipo de control de forma expresa en sus 
resoluciones o sentencias.




